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Los despliegues
de la libertad de expresión

La libertad de expresión ha sido con-
úcebida como un complemento inescindi-
ble de la libertad de pensamiento, Gre-
gorio Badeni (unode los autores que más
preocupación académica ha demostrado
por esta tema)afirma quela libertad para
pensar dela que goza el hombre no puede
entenderse conferida para que permanez-
¿ca oculta en su fuero íntimo sino para que
la pueda exteriorizar en plenitud y de la
manera que considere más conveniente
u oportuna". Así, se entiende que prote-
e jurídicamente toda conducta expresiva
que es aquella por la cualun sujeto busca
transmitir sus pensamientos, ideas, voli-
ciones, sentimientos, ete”.

Comolibertad genérica que es, com-
prende otras libertades o derechos entre
los que pueden señalarse, a título ejem-
plificativo, libertad de prensa, libertad de
buscar, recibir y difundir informaciones e
ideas, libertad de creación artística, etc.

Alos efectos del presente trabajo va-
mos a detenernos en unodelos desplie-
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gues de la libertad en análisis que es el
derecho de opinión y decritica.

Ya en antiguos precedentes la Corte
Supremade Justicia de la Nación había
identificadola facultad de opinary formu-
lar críticas a las autoridadesy publicarlas
como una libertad protegida porelartículo
14 de la Constitución Nacional". Con cita de
Joaquín V. González,ha subrayado el Alto
Tribunal que la importancia de esta liber-
tad radica «en que permiteal ciudadano lla-
mar a toda persona que inviste autoridad, a
toda corporación o repartición pública,yal
gobierno mismoen todos sus departamentos
al tribunal de la opinión pública, y compeler-
los a someterse a un análisis y crítica de su
conducta, procedimientos y propósitos
az dol mundo, con el fin de corregir y evitar
errores y desastres; y también para someter
a los que pretenden posiciones públicas la
misma críica con los mismosfines»

   

 

Evidentementeestalibertad, a nuestro
criterio, goza del mismo status de libertad
protegida o estratégica que comúnmente se
le reconoceala libertad de prensa en tan-
to constituye un instrumento necesario del
control ciudadano que proponeel régimen
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() cualquier medida estatalque tienda a establecer
límites al derecho de formular opinionesy críticas sobre
el accionar de los poderes públicos está afectada, en
principio, por una presunción de inconstitucionalidad
que obliga al órgano emisor a justificar debidamente la
razonabilidad de tan delicada decisión:

republicano de gobierno sobre la actividad
delos gobernante:

 

La libertad para interpretar la realidad
y formularjuicios críticos sobre asuntos
de interés común constituye, además y se-
¿gún lo ha afirmado enfáticamente la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, un
elemento fundamentalpara la subsistencia
delsistema democrático.

 En esa línea ha expresado el Tribunal.
internacional que existe «..una coincidencia
enlos diferentes sistemas regionales de pro-
tección alos derechos humanos y en el uni-
versal en cuanto alpapel esencial que juega
la libertad de expresión en la consolidación
y dinámica de una sociedad democrática. Sin
una efectiva libertad de expresión, materia-
lizada en todos sus términos, la democracia
se desvanece, el pluralismo la tolerancia
empiezan a quebrantarse, los mecanismos de
control y denuncia ciudadana se empiezan a
tornarinoperantosy en definitiva, se empio-
za a crearel campo fértil para que sistemas
autoritarios se arraiguen en la sociedad".

 

Partiendo de tales coordenadas, es sen-
illo concluir que se impone un escruti 

estricto sobre cualquierlimitación que des-
de los poderes públicos se pretenda esta-
blecer sobre esta particularísima libertad. 

En otras palabras, debe entenderse
que cualquier medida estatal que tienda
a establecerlímites al derecho de formu-
lar opinionesy críticas sobre el accionar
de los poderes públicos está afectada, en
principio, por una presunción de inconsti-
tucionalidad que obliga al órgano emisora
justificar debidamentela razonabilidad de
tan delicada decisión.

Yeste razonamiento también lleva a en-
tender que en caso de duda debe siempre
privilegíarse la interpretación que resulte
más favorable a un amplioejercicio de la
libertad de opinión y de crítica.

Es que, como afirma la Corte Interamo-
ricana de Derechos Humanos,«el control de-
mocrático por parte de la sociedadatravés de
la opinión pública,fomenta la transparencia
de las actividades estatales y promueve la
responsabilidad de los funcionarios sobre su
gestión pública,razón por la cual debe existir
uunmayor margen de tolerancia frente a afir-
maciones y apreciacionesvertidas en elcurso

 

 

delos debates políticos o sobre cuestiones de
interés públicos”.

Los límites a la libertad de crítica.
La situación de los
Funcionarios Públicos.

Enla fase inicial de evolución de su ju-
risprudencia, la csun sostenía queel dere-
choa formularcríticas alos funcionarios no
legitimaba cualquier modo de hacerlo, sino
que debía guardar un debido respeto, sobre
todo cuando se trata de criticarel accionar
de superiores jerárquicos” y quela libertad
de tener opiniones «..de decirlas, libertad
de pensar en voz alta; no eslibertad de ca-
lumniar 0 injuriar, noeslibertad de publicar
secretos personales secretos de Estado;no
es libertad de ofender sentimientos individua-
les o sociales de pudor con laexhibición de
figuras obscenasa".

 

Ciertamente, consideramos quetales
posiciones han quedado, al menos en part
superadas por la evolución posterior de la
misma jurisprudencia delTribunal cimero y,
principalmente,por lasdirectrices que, a ni-
vel convencional, han delíneado la Comisión

 



Interamericana de Derechos Humanos en el
paradigmático caso «Verbitsky» (que derivó
en la posterior abolición del delito de des-
acato en nuestro régimen penal) y la Corte
Interamericana de Derechos Humanos en el
'no menosparadigmático caso «Kimet» (que
derivó en la reforma delosartículos 109,
110 y 113 delCódigo Penal, enlo relativo a
los delitos de calumniase injurias cuando
las opiniones vortidas refieran a asuntos de
interés público.

  

Empero, subsiste un grupo de supues-
tos enlos cuales seha considerado justi
cada una mayorrestricción a la posibilidad
de expresarselibremente en razón del em-
pleo,función o estado de quien emite las
opiniones críticas.Tal es el caso de ciertos
funcionarios estatales.

 

Ya en elcitado caso «Kusnir» (Fallo:
275:60) el Alto Tribunal nacional había
sostenido que «el indiscutible derecho que
tiene todo ciudadano de formularcríticas a
las autoridades y publicartas no es suficiente
para admitir la actitud de los subordinados
cuando, con esa finalidad, utilizan términos
queno guardan el debidorespeto asus supe-
rioresjerárquicos»,reprochó la Corte en di 

 

ha oportunidad al funcionario sancionado
ara publicidad «.en forma descomedida a
la discrepancia en lugar de plantear el pro-
blema a los superiores jerárquicos en forma
directas" y consideró legítima la sanción
impuesta porhaber publicado una solicita-
a vertiendo criticas contra la decisión del
Rectorado de la Universidad de Buenos Ai-
res de suprimirelInstituto dondeel actor
prestaba servicios

 

Concretamente, subyace en este de-
cisorio la inquietud que han demostrado
diversos tribunales en orden a buscar un
úquilibro entre la preservación del derecho
ala libre expresión con la necesidad estatal
de quelas opiniones de sus funcionarios no
afecten principios básicos sobre los cuales
se fundamenta la organización y funciona=
miento de la Administración".

 

Siguiendo esa línea de razonamiento el
voto mayoritario de la Corte Nacionalen el
caso «García, José Luis» consideró legitimada
úconstitucionalmente una sanción de arresto
decuarenta días impuesta a un militar retira-
do por haber formuladodeclaraciones pú-
blicas en las que cuestionó decisiones del
PoderEjecutivo Nacional relativas al em-
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pleo delas fuerzas armadas en términos
que, según se fundamentó, no guardaban la
moderación y la mesuraexigiblos a un ofi-
cial superior. La mayoría de los miembros
delTribunal entendió que era constitucio-
nalmente admisible imponer fuertes res-
tricciones la ibertad deexpresión a losin-
tegrantes delas fuerzas armadas, citándo-
seincluso (en elvoto delos jueces Petracchi
y Bacqué) jurisprudencia estadounidense
en donde se fundan dichas restricciones
en la necesidad de mantenerla disciplina
militar y de resguardar elprincipio de que
aquellas personasalas cuales la Nación les
ha otorgadoel monopolio de portar armas
no intervengan en controversias políticas'%.

Otro interesante precedente es el senta-
do porla Corte Suprema de Justicia de Men-
doza en el caso «García de Barrancos»".
Endicha oportunidad,con el voto de la Dra.
Kemelmajer de Carlucci, se consideró que
elderechola libre expresión de los funcio-
arios públicos puede restringirse en forma
más intensa quela delos restantes ciuda-
danos entanto «la subordinaciónjerárquica
impregna toda la vida profesional del funcio-
nario, que debe obediencia y deferencia a su
superior»,comotambién porque existe una

ÉS
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necesidad de asegurar que losfuncionarios
muestren una lealtad básica alos principios
fundamentales del Estado democrático.

 

 

En función de tal temperamento, la
Suprema Corte Provincial concluyó que la
sanción impuesta a la actora (docente pro-
vincial) por acusarpúblicamentealas auto-
ridades de una escuela de apropiarse de un
proyecto educativo que ella se atribuía, era
procedente «en tantoel contenido de la crí-
tica noera, esencialmente, materia de interés
público» sino que se encontraba motivada
en un interés propio de la gente, profun-
dizando una crisis relativa a la disciplina
hacia los suporiores e interfiriendo con el
funcionamiento apropiado del servicio.

 

En nuestra Provincia de Santa Fo, la Cor-
te Supremade Justicia local tuvo oportu-
nidad de analizar esta temática en el caso
«Cueva»'*. En tal ocasión el Tribunal, por
mayoría, dejó sin efecto una cesantía dis-
puesta por un Municipio a un agente con
motivo de declaracionescríticas que este
último,en su carácter de candidato a con-
cejal, había vertido en un medio televisivo
respecto delIntendente Municipal. El voto
mayoritario evaluó, entre muchos otros as-

pectos, quelas opiniones brindadas por el
actor hacían alinterés ciudadano sobre los
actos de autoridades públicas descartándo-
se enel caso unsupuestode extralimitación
que derivara en responsabilidad.

Y en uno de los votos que adhirió la
posición mayoritaria se concluyó que «los
deberes propios del empleo público, cuando
—comoel de decoro y discreción— son es-
trictamente derivados del genéricodeberde
lealtad (quesupone fidelidad la Constitución
y lasleyes, noa persona alguna), aunque
desde luego no pueden serdesplazados abso-
lutamente, deben ceder frenteala ibertad de
expresión, al mesurad ejercicio de derechos
Políticosyal derecho a la información dela
colectividad, o que acarea,enel supuestode
autos, la ilegitimidad dela sanción impugna-
da y, porende,la procedencia del recursos",

Enel derecho comparado encontramos.
también interesantes pronunciamientos que,
'en mayor medida, siguenlíneas de razona-
miento afines a las reción mencionadas.

Así, en la jurisprudencia de la Corte Su-
prema de Justicia norteamericana encon-
ramosel caso «Pickering v.Board of Edu-

cation».Frente a una sanción dedestitución
de un docente, dispuesta por la Junta de
Educación del Estado de Ilínois por haber
enviado una carta a un periódico local en
la quecriticaba a los administradores del
sistema escolar por la manera en que pri-
vilegiaban los gastosrelativos actividades
deportivas en detrimento de los especifica
mente educacionales, el Máximo Tribunal
federal norteamericano entendió que de man-
tenerse la sanción,los docentes podrían ser
compelidos a renunciara los derechos que
tenían porla Primera Enmienda a comentar
materiasde interés público relativas al funcio-
namiento delas escuelas en que trabajaban,
La Corte Supremareconoció que el Estado
tiene un interés como empleador en reglar
la libertad de palabra de sus empleados, que
difiere significativamente del que pueda ale-
¡garcualquierciudadano común, pero ratificó
que el empleo público no puede ser someti-
dea cualquier tipo de condicionamientos,por
irrazonables que sean'

 

La importancia de esta eading case nor-
teamericano, según la opinión de destaca-
da doctrina", radica en que a partir de esta
sentencia se desarrolló en diversos países el
llamado «Pickering test».Ese test o examen



consta de dospartes:aJen!a primera, secom-
pruebasi se trata de una materia de interés
Público. Sino es aí,la acción concreta del
funcionario no está constitucionalmente
protegida porla garantía constitucional y el
Tribunal norevisará la acción disciplinaria,
b)En cambio, si el Tribunal compruebala
materia de interés público, asa ala segun-
da fase enla que debe efectuarun balance,
unacomparación, enteel derechodel em-
pleado públicoaa libertad de expresión y
el derecho de la Administración a dirigir sus.
recursos humanos.

 

En el ámbito europeo seidentifica como.
leading case al caso «Vogt v. Alemania» del
26/9/1995". Al, el Tribunal Europeo de los
Derechos Humanos evaluó una sanción de
titutoria impuesta a Dorotea Vog!, docente
secundaria, por haber realizado distintas
tareas a favor del Partido Comunista ale-
mán violando,de tal modo, la obligación de
lealtad hacia la Constitución que en su ca-
lidad de funcionaria pública debía respet 

Entendió la Corte que en el caso había
interferencia al derecho previsto en elart.
10 de la Convención Europea de Derechos
Humanos"”, puesto que la docente había
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En definitiva, no se advierten, en el actual momento de nuestra
cultura política jurídica, argumentoso razones que justifiquen

la imposición de limitaciones especiales a quienes ejercen la
función de Magistrados para exteriorizar su pensamiento crítico,
en su carácter de ciudadanos,sobre asuntosde interés público;

sido destituida con fundamento en su acti-
vidad política. Consideró que la interferen-
cia no estaba justificada on tanto.si bien
reconoció comocierta la existencia de la
obligación de lealtad política impuesta a los
funcionarios públicos alemanes porla nor-
mativa interna, enel caso,la medida resulta-
ba desproporcionada, habida cuenta deque
la profesora estaba prácticamente privada
de ejercerla profesión para la que se capaci-
16; nadiealegó que se hubiese aprovechado
de su puesto para adoctrinara sus alumnos;
no había prueba de que hubiese hechode
úclaraciones realizadoactividades contra la
Constitución; y elPartido comunista nohabía
sido prohibido en Alemania, por o que las ac-
tividades dela docente en esa organización
política eran totalmente legales.

 

  

Delosdistintos pronunciamientos rese-
ados podemos extraer, como punto de coín-
úcidencia, que los ciudadanos vinculados con
el Estado mediante una relación de empleo
públicoo función pública deben admitir espe-
ciales restricciones a la libertad de opinión y
eritica justificadas por necesidados de la or-
ganización administrativa, fundamentalmen-
te,porel principio de subordinación jerárquica
necesario para garantizar el orden interno.

Mas, comobien señaló Enrique T. Bian-
chi comentando una decisión del Tribunal
Constitucional Federal Alemán, el Estado
la sociedad no pueden estarinteresados
en contar con funcionarios que no.
ninguna crítica" Porlotanto, las especiales
restricciones a las que se aludió más arri-
ba únicamente encuentran justificación en
los casos y modos que ha ido delineando
la jurisprudencia, siendo, a nuestro criterio,
paradigmático el temperamento sentado
porla Corte Supremaestadounidense en
el caso «Pickering» y, consiguientemente,
imponiéndose una interpretación restrictiva
delas limitaciones en cuestión,

 

 

La particular situación de los jueces

Llegamosahora al punto central de
nuestro análisis, esto es, si puede conside-
rarse que existan, respecto de los jueces,
limitacioneslegítimas alejercicio de la li-
bertad de opinión y decrítica sobre temas
de interéspúblico.

 

Sibien es cierto que tradicionalmente se
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(4) Un poderjudicial no se concibe hoy como una rama más de la
administración y, por ende, no puede concebirse su estructura en la forma
jerarquizada de un ejército. (... Ambas formas de independencia del Juez
—la externa y la interna— son igualmente necesarias para posibilitar su
independencia moral, o sea, para dotarlo del espacio de decisión necesario
para que resuelva conforme a su entendimiento del derecho.

gaba alos jueces a abstenerse de participar
en toda actividad que pudiera afectar «la
bjetividad y soberanía de su criterio,ol cir-
cunspección de su investidura» tampoco es
menoscierto que esa conservadora visión
también admitía que «esta imparcialidad
no supone apoliticidad en elsentido de una
despreocupación por losfines políticos y la
integridad de la comunidad».

Por nuestra parte consideramos queen
la actualidad, siendo que desde diversos lu-
ares se propone y se brega por un perfil
de juez democrático,activista, comprometi-
do con la realidad en la quele toca interac-

 

 

A nuestro entender, son claramente
inaplicablealos Magistradosjudiciales los
criterios delineados porla jurisprudencia
en cuanto límites a lalibertad de crítica
descriptos en el punto anterior

Es que, como ya se explicó,tales res-
tricciones encuentran justificación en con-
cretas necesidades de la organización de la
Administración Pública,fundamentalmente,
enla necesidad de garantizarel order
terno asegurandola vigencia del principi
de subordinación jerárquica.

   
 

En nuestro sistema constitucional el

 

posibilidad de intervención que la ley otorga
alos órganos de instancias superiores para
intervenira través de recursos revisores.
Enttal sentido, Zaffaroni ha sido enfático al
sostenerque «Unjuez independiente —ome-
jor unjuez, a secas=no puede concebirse en
una democracia moderna como un empleado
del ejecutivo o dellegislativo, pero tampoco
puede ser un empleadode la corte tribunal
supremo. Un poderjudicial no se concibe hoy
¡como una rama más de la administración y.
por ende, no puede concebirse su estructu-
ra enlaforma jerarquizadade un ejército»”,
Agregael jurista reción mencionado que
«ambas formas de independencia deljuez —

mé tuar, abierto a las necesidades de la socie=— principio de independencia de los Jueces laexternay la interna— sonigualmente nece-
dad, resultaría ciertamente contradictorio impide someterlos a la idea de jerarquía  sarias para posibilitar su independencia mo-
postular que los magistrados deban evitar comopauta de organización estatal. Invete-— ral.osea, para dotarlo del espacio de decisión
todo posicionamiento público sobre temas raday pacíficamente se ha admitido que los necesario para que resuelva conforme a su
de interés generallimitándose a ejercer su Jueces no pueden estar sujatos a influen= entendimiento del derecho».

Me augusta función,hablando solamente atra= cias o presiones externas, na instrucciones.
vés de sus sentencias. En definitiva, no se
advierten, en el actual momento de nues-
tra cultura política y jurídica, argumentos
o razones quejustifiquen la imposición de
limitacionesespecialesa quienes ejercen la
función de magistrados para exteriorizar su
pensamiento crítico,en su carácter de ciu-
dadanos, sobre asuntos de interés público.

  

 

acerca del modo de ejercer su función. Así
se ha dicho que «sólo la Constitución y las
leyes imponen obligaciones los jueces»,Y
tal ámbito de independencia se ha entendi-
do aplicable no sólo respecto de los demás
poderes externos a la magistratura sino
también respecto de los demás miembros
dela misma judicatura, salvo, claro está,la

 

 

Según nuestro criterio,laslimitaciones
que puedan considerarse aplicables a la li-
bertad de opinión de los jueces únicamente
pueden surgir (de mododirecto o de manera
implícita) de las normas constitucionales e
infraconstitucionales regulatorias de lasín-
compatibilidades que les compitan a aqué-
llos en su carácterde integrantes del Poder



Judicial y deaquellas otras referidas a las
responsabilidades funcionales y alrégimen
disciplinario aplicables.

Así.conformealartículo 89 dela Cons-
titución Provincial Santafesina, está rol
bido alos jueces, entre oros aspectos,«ac-
tuaren manera algunaen poltica» y. según
elantículo 212 inciso «1» dela Ley Orgánica
delPoderJudicial, «no pueden actuarenac-
Kividades departidos polticosniitervenren
actos o hechos de naturaleza electoral». En
la misma línea,tantoelartículo 22,inciso
«cd» dela Ley Provincial 6808 de partidos
políticos, comoel artículo 24inciso «dh de
la Loy Nacional 23.298 impiden alos Magi
trados judicialoafiarso a partidos pol
cos. Porúllimo, el CódigodeÉtica del Poder
Judicialde la Provincia de Santa Fe,prevé
¿que «el juez tiene prohibido participar en ac-
1050 reuniones de índole político partidaria
y evitará pronunciamientos, comentarioso
afirmaciones que explicitamente traduzcan
unafiliación política partidaria»”.

 

   

Deello podemosextraer una delas prin-
cipales limitacionesa la libertad de opinión
de los jueces, dada por la imposibilidad de
intervenir, poresa vía, en cuestiones políti-

 

  

  

co- partidarias y electorales, debiendo en-
tenderse incluidos en este aserto a aque-
llos posicionamientos públicos explícitos
que implican alinearse o tomar posición
abiertamente en contiendas donde distin-
tas fuerzas políticas disputanel acceso a
cargos públicoselectivos o dondese discu-
ten espacios de poderen interior de una
determinada agrupación política,

 

Esta últimainterpretación, por lo de-
más, fue seguida porelTribunalde Enjui
ciamiento de Magistrados y Funcionarios
de San Luis al desestimar una denuncia
efectuada contra una magistrada donde se
invocaba como causal de mal desempeñola
“adhesión de aquélla a un análisis institucio-
nal (ciertamentecrítico) elaborado por un
Colegio de Abogados, entendiendo que con
elloviolaba la norma constitucional provin-
cial que impide los Jueces intervenir en
política. Consideró el Tribunal que el criterio
propiciado en la denuncia no sólo afectaba
dl derecho a la libre expresión de la Ma-
istrada sino también la independencia del
Poder Judicial entanto «alienta a interpretar
¡como acto de contenido político toda actitud
"opinión de susintegrantes que se entienda
desfavorable para los intereses o designios
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políticos del gobernante de turno, aun aque-
llos destinados a defender las instituciones»,
ALno tratarse de una actividadtípicamente
«político partidaria»,se desestimó la denun-
cia impetrada”,

Volviendo a nuestro régimen provincial,
y conforme a lo previsto en el artículo 212
de la Lor),tampoco podrían considerarse
amparadas por la libertad en estudio aque-
llas expresiones de carácterindiscutible-
mente indecoroso que «comprometan en
cualquier forma la dignidad del cargo».

Finalmente, cabo resaltar ques bien el
Código deÉtica del Poder Judicial en sus
arículos 5.2 y 6.13, impone a los Jueces
determinadasobligaciones y ímites sus
relaciones con a prensa elpúblico en ge-
neral locieto es que
referidas alos casos o causas en os que a
esos Magistrados les tocaintervenir o aque-
llasotrasquese encuentran en trámite ante
¿trosjuzgados o tribunales.

 

 

 

 

Lo hasta aquí expuesto nos permite
afirmar queol ejorcicio del derecho de los
Magistrados la libertad de expresión está
limitado normativamente sólo en la medida
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(.../al igual que los demásciudadanos, los miembros de la
judicatura gozarán de las libertadesde expresión, creencias,
asociación y reunión, con la salvedad de que, en el ejercicio
de esos derechos,los jueces se conducirán en todo momento
de maneraque preserve la dignidad de sus funciones y la
imparcialidad e independencia dela judicatura.

que pueda interferir en el desempeño res»
ponsable de la actividad jurisdiccional. Y no
másque eso.

En definitiva, on nuestro Sistema Consti-
tucional (Provincial y también Nacional) los
Jueces gozan de una amplia protección a
sulibertad de expresar opinionesy críticas
sobre asuntos de interés público y cual-
quier iniciativa tendiente a menoscabar esa
libertad a través de la promoción de pro-
cesos disciplinarios (entendidos en sentido
amplio) fundada en una interpretación ex-
tensiva de las excepcionales limitaciones o
restricciones aquí descriptas constituye un
vidente atentado contra principios básicos
y fundamentales de nuestro actual Estado
Constitucional y Democrático de Derecho”.

Avalan también este razonamiento,
«en nuestra opinión, los «Principios básicos
relativos a la independencia de la judicatu-
ra», adoptados por la Asamblea General
de la onu mediante resolución 40/32 del
29.11.1985, que pueden considerarse nor-
mainterpretativa de las disposiciones del
Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos (en especial de su art. 14.1), en
tanto establecen que «En consonancia con

la Declaración Universal de Derechos Huma-
nosy aligualque los demás ciudadanos, los
miembros de la judicatura gozarán de las li-
bertades de expresión, creencias, asociación y
reunión, con la salvedad de que,enel ejercicio
de esos derechos, los jueces se conducirán
en todo momento de manera que preserve la
dignidad de sus funciones la imparcialidad
e independencia de la judicatura».

 

Conclusiones

Ha quedado claro a lo largo de este tra-
bajo que todas aquellas reacciones o me-
didas provenientes de distintos estamentos
gubernamentales quetiendan a limitar el
poderde crítica de la ciudadanía en general
y del resto delos funcionariosen particular,
inclusive los Jueces, tienden a circular en un
sentido opuestoalque proponen las distin-
tas normas queintegran nuestro bloque de
constitucionalidad federal y también nuestro
ordenamientopúblico provincial.

  

Es que la noción actualde sistema re
publicano y democrático parte delpres,
puesto esencial delalibre circulación de las
ideas y opiniones en elseno de la sociedad 

 

política, sociedad que, como ciudadanos que
'somos,integramos todos con independen-
cia de la función que nos toca desempe
Un sistema democrático constitucional pre-
supone la coexistencia de una pluralidad de
opiniones en a sociedad, dediversos con-
ceptos, juicios ideas que concurren a dar
su contenido a las opiniones de los grupos
sociales". Dentro de ese esquema, el plu-
ralismo la tolerancia son dos elementos
que necesariamente deben estar presentes
para asegurar un normalfuncionamiento
de esesistema y deben, consecuentemen-

orientar siempre las decisiones de los
detentadores de poder de turno, principal-
mente cuando se enfrentan a críticas que
les resultan antipáticas o contrarias a sus
intereses coyunturales.

 

 

  

 

Bien ha dicho, a nuestro criterio, a Corte
Interamericana de Derechos Humanos que
«La libertad deexpresión,particularmente en
asuntos de interés público,es una piedra an-
gularenlaexistencia misma de una sociedad
democrática, y no sólo debe garantizarse en
lo querespecta a ladifusión de información
ideas que son recibidas favorablemente o
consideradas comoinofensivas o indiferen-
tes, sino también en lo que toca a las que



resultan ingratas para el Estado o cualquier
sectordela población, pues tales son las de-
mandas delpluralismo, que implican toleran-
cia y espíritu de apertura,sin los cuales no
existe una sociedad democrática».

Tal esla diáfana guía que, como socio-
dad política, no podemos darnos el lujo de
abandonara 
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